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HONORABLE C¡MARA:





	Vuestra ComisiÛn de EconomÌa, Fomento y Desarrollo pasa a informaros el proyecto de ley, iniciado en un Mensaje de S. E. el Presidente de la Rep˙blica e incluido en la actual Legislatura Extraordinaria de sesiones del Congreso Nacional,  que modifica el D.F.L. N∫ 1, de 1982, de MinerÌa, Ley General de Servicios ElÈctricos, con el objeto de regular los cobros por servicios asociados al suministro elÈctrico que no se encuentran sujetos a fijaciÛn de precios.



	A esta iniciativa legal no se le ha hecho presente, por parte del Ejecutivo, el tr·mite de urgencia para su estudio y despacho.



	La ComisiÛn recibiÛ amplia informaciÛn y antecedentes de parte del Gobierno y de los sectores vinculados con la materia: 



Representantes de Gobierno y autoridades:



Ministro de EconomÌa, Fomento y ReconstrucciÛn, seÒor Jorge Leiva Lavalle.

Ministro Presidente de la ComisiÛn Nacional de EnergÌa, seÒor Oscar Landerretche.

Subsecretario del Ministerio de EconomÌa, Fomento y ReconstrucciÛn, seÒor Luis S·nchez CastellÛn.

Superintendente de Electricidad y Combustibles, seÒor Juan Pablo Lorenzini.

Jefe de Gabinete de la Superintendencia de Electricidad y Combustible, seÒor Ricardo Juli·n.

Jefe del ¡rea de IngenierÌa ElÈctrica de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, seÒor Rodrigo Tabja.

Jefe de la DivisiÛn de Desarrollo de Mercados del Ministerio de EconomÌa, Fomento y ReconstrucciÛn, seÒor Eugenio Rivera Urrutia.



Otras entidades interesadas en la materia:



Gerente General de Chilquinta S. A., seÒor Marcos Buchi.

En representaciÛn del Gerente General de Chilectra S. A., seÒor Julio Valenzuela Seen.

Fiscal de Chilectra S. A., seÒor Gonzalo Vial Vial.

Abogado de Chilectra S. A.,  Diego Perales Roehrs.

Gerente General de la AsociaciÛn de Empresas de Servicio P˙blico A.G., seÒor Rafael Salas.

Presidente de la AsociaciÛn de Defensa de los Consumidores y Usuarios (ODECU), seÒor Claudio Venegas.



Entregaron sus observaciones por escrito:



El Consejo Nacional de Consumidores y Usuarios (CONADECUS).

La ConfederaciÛn Nacional de Defensa de los Derechos Ciudadanos (CONFEDHACH).



* * * * * * *



I.-  ANTECEDENTES GENERALES.-



	El decreto con fuerza de ley N∫ 1, de fecha 13 de septiembre de 1982, del Ministerio de MinerÌa, Ley General de Servicios ElÈctricos regula lo referente a producciÛn, transporte, distribuciÛn, rÈgimen de concesiones y tarifas de energÌa elÈctrica y las funciones del Estado relacionadas con estas materias (artÌculo 1∫).



	Dicho texto legal dispone que determinados suministros de energÌa elÈctrica estar·n sujetos a fijaciÛn de precios, por lo que se debe entender que aquellos que no se mencionan expresamente, no est·n afectos a dicha fijaciÛn y, en consecuencia, la determinaciÛn de sus precios queda supeditada a lo que determine la empresa concesionaria del servicio elÈctrico respectiva.



	Es asÌ que, conforme lo dispone el artÌculo 90 del decreto con fuerza de ley N∫ 1, se consideran sujetos a fijaciÛn de precios, los siguientes servicios:

ì1.- Los suministros a usuarios finales cuya potencia conectada es inferior o igual a 2.000 kilowatts, ubicados en zonas de concesiÛn de servicio p˙blico de distribuciÛn o que se conecten mediante lÌneas de su propiedad o de terceros a las instalaciones de distribuciÛn de la respectiva concesionaria;

2.-Los suministros a usuarios finales de potencia conectada inferior  o igual a 2.000 kilowatts, efectuados desde instalaciones de generaciÛn o transporte de una empresa elÈctrica, en sistemas elÈctricos de tamaÒo superior a 1.500 kilowatts en capacidad instalada de generaciÛn;

3.-Los suministros que se efect˙en a empresas elÈctricas que no dispongan de generaciÛn propia, en la proporciÛn en que estas ˙ltimas efect˙en a su vez suministros sometidos a fijaciÛn de precios.  Lo anterior cuando se trate de sistemas elÈctricos de tamaÒo superior a 1.500 kilowatts en capacidad instalada de generaciÛn.î



	Asimismo, el artÌculo 91 dispone expresamente que aquellos suministros de energÌa elÈctrica no indicados en el artÌculo 90, no estar·n afectos a ninguna de las regulaciones impuestas en el decreto con fuerza de ley N∫ 1.



	Se puede concluir, al momento, que el rÈgimen tarifario vigente en materia elÈctrica sÛlo permite a la autoridad fijar tarifas m·ximas para el suministro de energÌa elÈctrica, excluyÈndose todo otro servicio asociado a esta prestaciÛn que las mismas empresas distribuidoras proporcionan a sus usuarios.



	En cuanto a la fijaciÛn de tarifas de distribuciÛn de energÌa elÈctrica, se debe tener presente que el sistema empleado considera, entre los elementos que lo constituyen, el definido como ìcargo fijoî, el que est· constituido por aquellos costos fijos por concepto de gastos de administraciÛn, facturaciÛn y atenciÛn del usuario, independientes del consumo propiamente tal.



	Al respecto, cabe destacar que el legislador no definiÛ ni reglamentÛ en el decreto con fuerza de ley N∫ 1, el alcance que se le debe dar al tÈrmino ìatenciÛn del usuarioî.  Sin embargo, puede argumentarse que existe una diferencia entre los ingresos que perciben las empresas concesionarias por concepto de cobro de suministro elÈctrico, es decir, tarifas del servicio en la que se incorpora el cargo fijo, y aquellos provenientes de atenciones al usuario por servicios diferentes, como la ejecuciÛn y retiro de empalmes, reposiciÛn de fusibles, desconexiÛn y reconexiÛn de servicios, entre otros.



	Del an·lisis anterior, podrÌa concluirse que los servicios antes enunciados no forman parte del cargo fijo, sino que son ingresos que perciben las empresas dentro del concepto de precio libre o no regulado.



	Nuestra legislaciÛn reconoce dos clases de servicios adicionales que prestan las empresas elÈctricas, a saber:

Servicios no regulados, contemplados en el artÌculo 116 del decreto con fuerza de ley N∫ 1:

arriendo y conservaciÛn de equipos de medida

colocaciÛn y retiro de equipos de medida

ejecuciÛn y retiro de empalmes 

desconexiÛn y reconexiÛn de servicios (estos servicios sÛlo los puede otorgar el propio concesionario).

Servicios no contemplados en la clasificaciÛn anterior, pero que son ofrecidos y cobrados por las empresas concesionarias: 

cargo por cancelaciÛn de cuenta fuera de plazo

arriendo mensual de:

interruptor horario;

transformadores de medida;

celda fotoelÈctrica;

block de prueba tres elementos, y

empalme monof·sico (tarifa diferenciada seg˙n la capacidad en KVA del empalme).

conservaciÛn de:

interruptor horario;

transformadores de medida;

celda fotoelÈctrica, y

block de prueba tres elementos

resellado de cajas de empalme:

monof·sico;

trif·sico en B.T, y

trif·sico en A. T.

verificaciÛn de lectura (con diferenciaciÛn de tarifa seg˙n la distancia a la que se encuentre ubicado el servicio elÈctrico).

inspecciÛn de servicios a pedido del cliente de:

servicios monof·sicos, y

servicios trif·sicos.

cambio  de interruptores

an·lisis de consumo por 12 meses o fracciÛn anterior a los ˙ltimos 12 meses facturados.

an·lisis de consumo de los ˙ltimos 12 meses o fracciÛn.

duplicado de boletas o facturas.

envÌo de boletas o facturas a direcciÛn postal.

AtenciÛn a domicilio guardia de emergencia:

en baja tensiÛn, y

en alta tensiÛn.

RevisiÛn, calibraciÛn y sellado de equipo de medida:

en baja tensiÛn:

medidor monof·sico

medidor trif·sico, y

medidor trif·sico, simple con I.D.M. y equipo de tarifa horaria.

en alta tensiÛn:

medidor trif·sico, simple con I.D.M. y equipo de tarifa horaria.



	El procedimiento empleado para fijar las tarifas de servicios adicionales que se encuentran asociados a la distribuciÛn de electricidad, ha tenido variaciones en el tiempo.



	En una primera etapa, existiÛ un sistema de precios fijados, el que se mantuvo a pesar de la entrada en vigencia del decreto N∫ 522, del Ministerio de EconomÌa, Fomento y ReconstrucciÛn, de 1973, que suprimiÛ el sistema de fijaciÛn de precios para la mayor parte de artÌculos y servicios de uso de la poblaciÛn.



	Posteriormente, la resoluciÛn N∫ 100, del Ministerio de EconomÌa, Fomento y ReconstrucciÛn, del aÒo 1971, sustituyÛ el sistema vigente de precios fijados por el de precios informados.



	En 1989 se derogÛ el decreto N∫ 522 referido y sus modificaciones.  Como consecuencia de esta medida, los precios de los servicios asociados a la distribuciÛn de electricidad diferentes del suministro, quedaron en la categorÌa de libres de cualquier clase de control.



	Por ˙ltimo, por efecto de la aplicaciÛn del oficio circular N∫ 1.265, de fecha 16 de abril de 1990, de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, las empresas concesionarias de servicio p˙blico de distribuciÛn elÈctrica deben informar a ese organismo, cualquier modificaciÛn que experimenten las tarifas o precios de servicios no regulados.



* * * * * * * *



II.- SÕNTESIS DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES QUE CONTIENE EL PROYECTO DE LEY EN INFORME.-



	En los considerandos que fundamentan el Mensaje, se analizan en detalle las diversas situaciones que se han producido con motivo de la aplicaciÛn del cargo fijo determinado conforme a la ley y de otros cargos que se cobran por concepto de mantenciÛn o conservaciÛn.



	El Supremo Gobierno seÒala que con el cobro de servicios que se encuentran en la categorÌa de libres, se corre el riesgo de que con este procedimiento se aumenten los precios de arriendo y conservaciÛn de medidores y las empresas recuperen, de esta forma, las rebajas de tarifas que se determinen en un proceso tarifario.  Agrega el Mensaje que no se entrega a los usuarios una seÒal de eficiencia del procedimiento aplicado, lo que distorsiona el espÌritu  que tuvo presente el legislador al dictar la norma respectiva.



	Contin˙a el Mensaje seÒalando que se puede concluir, luego de analizar la legislaciÛn vigente, que es obligaciÛn del concesionario la mantenciÛn de empalmes y, consecuentemente, de los medidores, dado que Èstos constituyen parte del empalme.  Este an·lisis permite al Ejecutivo concluir que para el servicio de mantenciÛn o conservaciÛn de equipos de medida, no existe mercado competitivo.



	Se expresa que la Superintendencia del ramo, a raÌz de diversas investigaciones, ha detectado fuertes diferencias en los precios cobrados por las concesionarias por los servicios de arriendo y conservaciÛn de medidores.

	Otro aspecto necesario de regular es aquel relativo a quÈ se debe entender por conservaciÛn de medidores.  Se informa, al respecto, que algunas empresas consideran en este Ìtem la calibraciÛn o el reemplazo de accesorios; en cambio otras, contemplan el reemplazo del medidor y algunas, el pintado de cajas, revisiÛn de sellos, o una simple revisiÛn ocular.  De acuerdo a los antecedentes expuestos por la autoridad competente, existen razones tÈcnicas para afirmar que es innecesario realizar conservaciÛn en los equipos de mediciÛn.



	En cuanto a la rentabilidad por arriendo de medidores, tambiÈn se han detectado diferentes criterios para calcular el porcentaje que se debe cobrar, conforme lo autoriza la Ley General de Servicios ElÈctricos.



	Los antecedentes expuestos anteriormente, permitieron que el Ministerio de EconomÌa, Fomento y ReconstrucciÛn, solicitara a la ComisiÛn Preventiva Central el inicio de una investigaciÛn sobre la materia, la cual concluyÛ que en el mercado de los servicios relacionados con la electricidad actualmente no regulados por la autoridad, existen imperfecciones que se deben corregir, por constituir fuente de abusos que afectan la libre competencia.  Propuso al Poder Ejecutivo que promoviera iniciativas legales para dotar a las autoridades correspondientes de facultades reguladoras, que eviten los abusos derivados de situaciones monopÛlicas, incluso con la fijaciÛn de tarifas cuando ello fuere indispensable.



	La ComisiÛn Resolutiva ratificÛ el dictamen de la ComisiÛn Preventiva Central y resolviÛ pedir al Ejecutivo las medidas del caso.



	Por lo anterior, el Supremo Gobierno ha patrocinado esta iniciativa legal que tiene como idea matriz establecer un mecanismo que, con la flexibilidad pertinente, permita regular los precios de los servicios asociados al suministro elÈctrico que no se encuentran sujetos a fijaciÛn de precios, en los casos que las condiciones del mercado no constituyan suficiente garantÌa para que opere un rÈgimen de tarifas libres.  Es asÌ que se consultan las siguientes proposiciones:

Se permite incluir entre los servicios sujetos a determinaciÛn de precios, aquellos asociados a la distribuciÛn de energÌa elÈctrica, previa calificaciÛn por parte de la ComisiÛn Resolutiva, cuando a su juicio, estime que no existen los elementos necesarios en el mercado para que ellos se presten en condiciones de libre competencia.

Se establecen criterios para la fijaciÛn de los precios de los referidos servicios, remitiÈndose a los criterios de eficiencia y estudios de costo que se aplican en la fijaciÛn de tarifas de distribuciÛn.



* * * * * * * *



III.- DISCUSI”N DEL PROYECTO de ley en informe



En general.



	El seÒor Jorge Leiva Lavalle (Ministro de EconomÌa, Fomento y ReconstrucciÛn) entregÛ en primer tÈrmino los antecedentes que, a juicio del Ejecutivo, justifican esta iniciativa legal.  SeÒalÛ que el servicio de suministro de energÌa elÈctrica es un servicio de primordial importancia,  tanto para los consumidores residenciales y comerciales como para el desarrollo de la industria y de las dem·s fuentes productivas del paÌs.   Est· siendo provisto, casi en su totalidad por empresas de car·cter privado, bajo contratos de concesiÛn, y con la fiscalizaciÛn de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.   El esquema regulatorio definido por el Estado, a travÈs de sus leyes y reglamentos, incluye la definiciÛn de normas de calidad del servicio, tarifas y otros aspectos que se basan en criterios de eficiencia econÛmica. 



	Debido a numerosos reclamos y presentaciones de la C·mara de Diputados, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles realizÛ detalladas investigaciones respecto al cobro que efect˙an las empresas elÈctricas por servicios asociados al suministro, que en la actualidad no se encuentran sujetos al rÈgimen de fijaciÛn tarifaria.   Finalmente, la ComisiÛn Resolutiva, mediante resoluciÛn N∞ 531, de 28 de octubre de 1998, solicitÛ al Ejecutivo que tomara la iniciativa para legislar sobre la materia.   Por ello, el Gobierno resolviÛ enviar al Congreso Nacional el proyecto de ley en estudio.



	En forma paralela, agregÛ, el Gobierno enviÛ otro proyecto de ley que refuerza significativamente las facultades fiscalizadoras y de sanciÛn de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, para que existan reales incentivos por parte de las empresas para cumplir con las funciones dispuestas en la legislaciÛn, el que se encuentra radicado en la ComisiÛn de MinerÌa y EnergÌa de la CorporaciÛn.

	Hizo hincapiÈ que, sin  perjuicio de lo anterior,  el Gobierno tambiÈn se ha comprometido a estudiar el resto de la normativa que rige al sistema elÈctrico en materias como la redefiniciÛn de los centros de despacho econÛmico de carga (CEDEC), en especial en cuanto al n˙mero y calidad de sus participantes, actuales mecanismos de fijaciÛn de precios y estructura de precios a clientes finales.   En este aspecto, el proyecto constituye un adelanto del Gobierno, atendida la urgencia e importancia que reviste.  ResaltÛ la necesidad de que este proyecto de ley se apruebe con prontitud pues se est· prÛximo a iniciar el proceso de fijaciÛn de tarifas de servicios elÈctricos; asÌ, estos nuevos servicios debieran ser incluidos en los mecanismos aplicados en el referido proceso tarifario.



	Respecto de los servicios afectos a fijaciÛn tarifaria, la norma legal vigente establece que estar·n sujetos a fijaciÛn de precios los suministros que afectan a los usuarios finales cuya potencia conectada sea inferior a 2.000 kilowatts, tanto a los ubicados en zona de concesiÛn de distribuciÛn como a los efectuados en instalaciones de generaciÛn de transporte de una empresa elÈctrica;  sobre 2.000 kilowatts, se pasa a los clientes libres que pactan directamente con las empresas.  Para los usuarios finales que utilizan menor potencia rige una tarifa, y tambiÈn, para la energÌa que entregan las empresas generadoras a las distribuidoras que no disponen de generaciÛn propia.  Cualquier otro servicio, prestaciÛn o suministro que no estÈ incluido en la lista, se consideran como servicios de libre tarificaciÛn (el precio lo fija la empresa que proporciona el servicio).  Por tanto, la normativa vigente los trata como si los mercados en que dichos servicios se transan gozaran de los elementos necesarios para que opere una libre competencia, y por ende, deberÌan existir las condiciones para otorgar la plena libertad a los actores para fijar precios y calidad.  En esta situaciÛn se encuentran algunos servicios y prestaciones como el arriendo y conservaciÛn de medidores, colocaciÛn y retiro de medidores, ejecuciÛn y retiro de empalme, desconexiÛn y reconexiÛn de los servicios y cargo por pago fuera de plazo.



	La investigaciÛn realizada por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y recogida en su integridad por la ComisiÛn Resolutiva Central Antimonopolios, concluyÛ que en la mayorÌa de esos servicios el mercado no da las garantÌas para que ellos sean ofrecidos en condiciones de libre competencia, y por tanto, los precios cobrados por las empresas elÈctricas a los usuarios son abusivos o pueden serlo.  Los principales elementos tenidos a la vista para emitir tal aseveraciÛn radican en que se encontrÛ una diferencia en el cobro de hasta 16 veces, entre distintos concesionarios, para una misma prestaciÛn;  adem·s, se evidenciÛ que existÌan servicios que eran prestados por las mismas concesionarias, como el de conservaciÛn de medidores (monopolio natural).



	Por su parte, continuÛ, en otros servicios de utilidad p˙blica, como el de las telecomunicaciones, el sanitario y el de gas, y tambiÈn en otros paÌses, se ha establecido un rÈgimen condicionado a fijaciÛn tarifaria para esos servicios adicionales, debido a que se prestan en la mayorÌa de los casos en condiciones monopÛlicas.   Las principales normas, en Chile, son:

Para los servicios sanitarios: decreto con fuerza de ley N∞ 70, de 1988, de EconomÌa, Fomento y ReconstrucciÛn, que establece que los precios a cobrar por las prestaciones asociadas a la entrega de los servicios de agua potable y alcantarillado, que dada su naturaleza y de acuerdo a lo que estipule la Superintendencia de Servicios Sanitarios sÛlo pueden ser realizadas por el prestador (costo, reposiciÛn y suministro), ser·n fijadas por el Ministerio de EconomÌa, Fomento y ReconstrucciÛn.

En el caso de las telecomunicaciones:  Rige la ley N∞ 18.168;  los servicios afectos a fijaciÛn de tarifas son calificados por la ComisiÛn Resolutiva Antimonopolios.

En el mercado de la distribuciÛn de hidrocarburos:  decreto con fuerza de ley N∞323, de MinerÌa, de 1997, que permite fijar precios al suministro de gas y servicios afines.



	Por tanto, en los tres casos referidos, se da la situaciÛn que se propone en el presente proyecto de ley:  la ComisiÛn Resolutiva establece en quÈ casos no se dan las condiciones de competencia, sino que monopÛlicas, luego de lo cual se debe entrar al proceso tarifario que concluye en un decreto  del Ministerio de EconomÌa, Fomento y ReconstrucciÛn. Todas las actividades que tienen caracterÌsticas de servicio p˙blico similares al sector elÈctrico, reguladas y fiscalizadas por el Estado, cuentan con  normas que permiten regular tarifas a los servicios asociados al servicio principal.



	A mayor abundamiento, seÒalÛ que esta iniciativa legal fue presentada en consideraciÛn a las implicancias econÛmicas que involucra la falta de regulaciÛn o control sobre los precios que las empresas elÈctricas cobran a sus usuarios por servicios asociados al suministro que, en la actualidad, no se encuentran sujetos a fijaciÛn tarifaria.  La iniciativa legal  propone un mecanismo que permita fijar los precios de dichos servicios, en aquellos casos en que las condiciones de competitividad del mercado impidan que los valores respectivos sean fijados libremente, sin generar las distorsiones o cobros abusivos que se observan en la actualidad.



	En definitiva, explicÛ, se plantea que exista la posibilidad de fijar tarifas para ciertos servicios que se pueden estar prestando en condiciones monopÛlicas.   En el sector elÈctrico no existe la posibilidad de fijar tarifas para ciertos servicios estimados ìadicionalesî, lo cual sÛlo serÌa pertinente mediante una ley que asÌ lo permitiera.  SeÒalÛ que la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC) tiene un listado de, al menos, veinte servicios que se prestan en estas condiciones.  Problema aparte, indicÛ, resulta determinar cÛmo se fijar·n las respectivas tarifas;  la intenciÛn es homologar la situaciÛn que rige para los dem·s servicios p˙blicos.



* * * * * * * *



	El seÒor Rodrigo Tabja (en representaciÛn del Superintendente de Electricidad y Combustibles), indicÛ que la soluciÛn integral para el problema es que exista la facultad de ìcalificarî por parte de la autoridad competente, cu·ndo un servicio se encuentra en la situaciÛn particular de prestarse en condiciones monopÛlicas.



	Hizo presente que el tema que pretende regular el proyecto ha sido preocupaciÛn permanente del Ejecutivo pero tambiÈn,  y en gran medida, de los parlamentarios quienes durante los ˙ltimos aÒos han manifestado su preocupaciÛn por algunos cobros efectuados por las empresas de servicios elÈctricos, que pueden considerarse abusivos, a travÈs de reiterados oficios de fiscalizaciÛn enviados a los ministerios y a la SEC, con la finalidad que se iniciaran investigaciones que permitieran dilucidar la situaciÛn.



	AsÌ, a juicio de las autoridades del Ejecutivo, el mecanismo m·s eficiente es el que se propone en el proyecto de ley en estudio.  La razÛn es de orden pr·ctico y est· basada en la necesidad de que exista flexibilidad en el sistema, que permita adecuarlo al mercado din·mico y moderno, influido por el importante avance tecnolÛgico;  por tal motivo, no es conveniente establecer un listado rÌgido en la ley.  La realidad demuestra que se requiere de una disposiciÛn legal que otorgue flexibilidad a la autoridad para que sea ella quien elabore un  listado mediante el cual se regule o fije el precio de algunos servicios elÈctricos adicionales que prestan las empresas respectivas, cuando no existan respecto de los mismos las condiciones adecuadas de libre competencia que permitan la fijaciÛn de los precios de acuerdo a las condiciones del mercado.   Si tales listados fueran fijados en la ley, se rigidiza el sistema pues al variar las condiciones de competencia, se harÌa necesario efectuar una modificaciÛn legal para que operara un sistema libre respecto de determinados servicios adicionales, todo lo cual harÌa m·s difÌcil y dilatorio el sistema.



* * * * * * * *



	El seÒor Oscar Landerretche (Ministro Presidente de la ComisiÛn Nacional de EnergÌa), reiterÛ que los cobros por servicios adicionales que cobran las empresas concesionarias ha sido objeto de preocupaciÛn parlamentaria desde hace bastante tiempo, lo que se ha manifestado  en el envÌo de oficios de fiscalizaciÛn a las entidades pertinentes; por otro lado, el elemento que gatillÛ la idea de regular esta situaciÛn fue una denuncia efectuada por un usuario, a que hace referencia el proyecto.



	ExpresÛ que Èste aborda un problema especÌfico atendido a la experiencia tarifaria vivida entre los aÒos 1990 y 1996, y a las carencias institucionales actuales.  IndicÛ que el mercado de las telecomunicaciones ha sido beneficiado en cuanto a que se han creado las condiciones para un mercado libertario, y su control se ha ejercido a travÈs del mecanismo de recurrir a la ComisiÛn Resolutiva.   



	El seÒor Landerretche indicÛ que la ley no es exhaustiva;  coloca algunos servicios, pero deja afuera muchos otros que son complementarios, para permitir una libre competencia, no obstante que se deja abierta la posibilidad de fijaciÛn tarifaria en caso que ello no ocurra asÌ.



	Cabe hace presente que el informe emitido por la Superintendencia seÒala claramente que hay una correlaciÛn negativa entre los cobros que efect˙an las empresas por un concepto de servicios adicionales y el cargo fijo, es decir, que cada vez que baja el cargo fijo en el proceso tarifario, suben los cobros por concepto de servicios complementarios.  Por tanto, al menos aritmÈticamente, esos servicios han tenido una funciÛn de compensaciÛn de las reducciones en el Ìtem del cargo fijo que han establecido los procesos de fijaciÛn tarifaria. 

* * * * * * * *



	El seÒor Juan Pablo Lorenzini (Superintendente de Electricidad y Combustibles) hizo presente que existe una diversidad de servicios incorporados al concepto de mantenciÛn y conservaciÛn de medidores, lo que constituye una situaciÛn anÛmala;  asimismo, se investigaron otros servicios anexos o complementarios, donde se constatÛ similar anomalÌa.   Todo ello conduce a una distorsiÛn de precios en el mercado, sobre todo, si se compara con la situaciÛn vigente en otros paÌses como Per˙ y Argentina, donde esos servicios son prestados por empresas chilenas.



	El seÒor Lorenzini seÒalÛ que, en cuanto a la existencia de listados de servicios ñexistentes y por crear-, es poco probable que existan condiciones de competencia cuando se trate de servicios asociados a la intervenciÛn de las instalaciones de la empresa, pues en todos esos casos, la empresa cobra, o tiene legÌtimo derecho dado que se van a intervenir sus propias instalaciones (se va a conectar algo con ella) a inspeccionar el sistema.   AsÌ, por ejemplo, se hizo el estudio de la situaciÛn que se produce cuando el usuario contrata con un tercero la conexiÛn del medidor:  atendido el cobro que hace Chilectra para inspeccionar que esa conexiÛn sea adecuada y no altere las redes, en la pr·ctica no hay alternativa real, pues el precio sube en relaciÛn a si lo hubiera contratado directamente con Chilectra ñla instalaciÛn del medidor-.  A su juicio, es legÌtimo realizar tal inspecciÛn, no obstante que ello dificulta que se den las condiciones de libre competencia para este servicio.



	Se hizo presente que el proyecto tiene como objetivo fundamental crear la posibilidad de que cuando existan servicios que se prestan en condiciones monopÛlicas, sea posible establecer un mecanismo distinto.  Lo problem·tico serÌa que haya un listado en la ley:  por un lado, no se podrÌan prestar en condiciones de competencia por un tercero a˙n cuando existieran los elementos para ello y, por otro, si aparecen nuevos servicios, tampoco se podrÌan efectuar por no estar enunciados en la ley.  Por ello, la gran virtud del mecanismo que propone el proyecto es la flexibilidad que entrega y que da cuenta del dinamismo de los cambios tecnolÛgicos en ese sector.



* * * * * * * *



	La ComisiÛn recibiÛ del seÒor Rafael Salas (Gerente de la AsociaciÛn de Empresas de Servicio P˙blico A. G.), la opiniÛn de esa InstituciÛn respecto de la iniciativa legal en informe.



	ExpresÛ, como elemento previo, que la diversidad de precios entre las empresas demuestra  que no hay concertaciÛn entre ellas respecto de los mismos.  No comparte la idea del ìabusoî por parte de las empresas, como lo ha seÒalado el Gobierno;  que existan excepciones a esa regla, es la que confirma la generalidad del actuar, por ejemplo, en el caso de una empresa del norte del paÌs, que dio origen a la investigaciÛn referida de la Superintendencia.



	Propuso establecer una norma para que el Ministerio de EconomÌa, Fomento y ReconstrucciÛn realice una desclasificaciÛn de una actividad por haber comprobado que deja de ser monopÛlica,  tan pronto como ello sea constatado.  Todo ello debe, a su juicio, estudiarse con mayor profundidad atendido la posible existencia de diversidad de condiciones atendiendo a las ·reas geogr·ficas.  Si bien reconoce el derecho del Estado para establecer fijaciÛn de precios de los servicios elÈctricos, cree que la prÛxima fijaciÛn tÈcnica de tarifas a servicios adicionales que se prestan por las empresas tendr· un resultado en los precios, muy similar a lo que actualmente se cobra por ellos, no obstante no estar fijados Èsos. 



	En cuanto a los procedimientos, sugiriÛ modificarlos por unos que sean m·s justos y equitativos, que incluyan etapas en que la ComisiÛn Resolutiva escuche a las empresas afectadas cuando se incoe una denuncia en contra de ellas.  Por otro lado, resulta del todo lÛgico que los fallos de los organismos administrativos puedan ser oportunamente revisados por las instancias judiciales pertinentes.  Asimismo, agregÛ que el proceso de fijaciÛn de tarifas de los servicios adicionales, no regulados en la actualidad, debe ser realizado en aÒos distintos a los del proceso tarifario para los cargos fijos, y en Èl debe oÌrse, necesariamente, a las empresas afectadas.



	Hizo presente que en el proceso tarifario, las partes contratan consultores externos, los cuales defienden las posiciones de sus clientes.  Entonces, en caso de existir discrepancias entre la autoridad y las empresas, debe existir un tercero que resuelva y acoja uno de los informes, sin poder fijar valores intermedios.  Este sistema opera en la legislaciÛn que rige a las empresas sanitarias.

	ResaltÛ la necesidad de dejar claro en la ley que la fijaciÛn de precios se realice sÛlo respecto de aquellos servicios que, necesariamente, tienen que prestar las empresas en forma monopÛlica, siendo imposible la libre competencia.



	Finalmente, indicÛ que los casos denunciados han sido muy pocos (cuatro), lo cual no justifica el revuelo que se ha armado en torno al tema, ni la denigraciÛn a que se ha sometido a la totalidad de las empresas que prestan el servicio elÈctrico.



* * * * * * * *



	El seÒor Marcos B¸chi (Gerente General de Chilquinta S. A.), seÒalÛ que discrepa de los argumentos y conclusiones que se deducen del proyecto de ley presentado.  No obstante conocer las razones que lo motivaron, no las comparte:

El proyecto generaliza en el tema del mal uso ño abuso- en el cobro por arriendo y mantenciÛn de medidores, a pesar de que se ha dado una situaciÛn abusiva sÛlo en una empresa.  Por lo dem·s, agregÛ, ese Ìtem no se da mucho, pues en la actualidad, la experiencia en Chilquinta es que el propietario del inmueble es dueÒo del empalme y del medidor, y la empresa presta un servicio de mantenciÛn.  Lo que sucede es que a veces hay daÒos en el empalme (por alg˙n arbusto domiciliario, por ejemplo) y, desde la perspectiva del usuario la idea  es que dicho problema le sea solucionado;  por tal motivo no serÌa bueno efectuar una modificaciÛn radical en el esquema de cobro, y pretender que una gran reparaciÛn sea cobrada de una sola vez.  A su juicio, es m·s conveniente para el cliente el cobro de un suma mensual como garantÌa de que el servicio estar· disponible en forma continua.  

Se ha mencionado que la actitud de las empresas, cada vez que ha habido un cambio en el cargo fijo, ha sido recuperar el ingreso a travÈs de la modificaciÛn de los valores, ya sea de conservaciÛn o de arriendo del medidor.  Lo que sucede, explicÛ, es que aritmÈticamente no puede darse que si la tarifa por el consumo baja en un porcentaje determinado, y el costo por servicios complementarios se mantiene, el precio final al usuario baje en el mismo porcentaje que bajÛ la tarifa;  ello por cuanto, baja en porcentaje ìxî la tarifa, la que se suma al costo por servicios complementarios, y la conclusiÛn es que de la suma de ambas, se calcula el porcentaje que disminuyÛ el precio para el usuario.



	Hizo presente que su empresa tiene la experiencia de haber vivido en otros paÌses el proceso de entender quÈ cargos tiene sentido o no regular, asociados a que existe la posibilidad de que terceros presten el mismo servicio.  Por ejemplo, en Per˙ hay condiciones de competitividad para la construcciÛn de empalmes.



	Finalmente, concluyÛ la opiniÛn de Chilquinta en los elementos siguientes:



Entienden y comprenden el origen del proyecto, pero muchos de los fundamentos dados para llegar a las conclusiones que se seÒalan en el Mensaje, no se apegan a la verdad, al menos cuando se habla de Chilquinta, y por tanto sus conclusiones podrÌan ser erradas.

Pueden existir algunos servicios para los cuales se requiere determinar su valor por parte de la autoridad.



* * * * * * * *



	El seÒor Julio Valenzuela ( representante del Gerente General de Chilectra S. A.), seÒalÛ que se debe aclarar que a los cargos regulados, sÛlo se agrega en forma mensual el cargo por arriendo de equipo de medida. Mas a˙n, este cargo se aplica sÛlo a aquellos clientes cuyo medidor es de propiedad de la empresa concesionaria. Por lo tanto, no es efectivo que se le adicionen cobros por los m·s diversos conceptos, como se seÒala en los considerandos del proyecto de ley.



	Hizo presente que todos los medidores instalados en empalmes nuevos a partir de 1972, son de propiedad del cliente.  AsÌ, en la actualidad, de la poblaciÛn total de medidores instalados a sus clientes (1.200.000) Chilectra S. A. arrienda aproximadamente sÛlo un 40% de ellos.



	Respecto del resto de los servicios no regulados, ellos son aplicados espor·dicamente, ya sea porque el cliente lo solicita o bien queda circunstancialmente afecto a alguno de ellos. Entre tales servicios se mencionÛ el retiro de empalmes, las inspecciones asociadas a nuevas obras, o algunas modificaciones al servicio.



	Cabe indicar que en el n˙mero 1 del artÌculo 106 del decreto con fuerza de ley N∫ 1, de 1982, se explicita claramente que el cargo fijo est· constituido por aquellos costos fijos que corresponden a conceptos de gastos de administraciÛn, facturaciÛn y atenciÛn al usuario, independientes de su consumo.



	Adicionalmente, en las Bases TÈcnicas que emite la ComisiÛn Nacional de EnergÌa, con ocasiÛn del estudio de valores agregados de distribuciÛn, se precisan a˙n m·s los alcances de dicho cargo fijo.



	Por otra parte, recientemente se ha puesto en vigencia el decreto supremo N∫ 327 de 1998, de MinerÌa en el cual, entre otras materias, se establecen las condiciones de atenciÛn a los usuarios.  En efecto, en el TÌtulo III de dicho decreto supremo, se establecen los derechos y obligaciones de las empresas concesionarias para con sus clientes en materias de atenciÛn de reclamos, cobranza, niveles de atenciÛn, entre otros; definiciones que permiten establecer con mayor precisiÛn el monto de los costos asociados al cargo fijo.  AgregÛ que, del conjunto de antecedentes, que se indican en los considerandos del Mensaje se aprecia que las empresas concesionarias deben efectuar el mantenimiento de los empalmes y por consiguiente de los medidores, dado que Èstos son parte del empalme.  Adicionalmente, seÒalÛ que la totalidad de los empalmes existentes en el sistema de Chilectra, son de propiedad de sus clientes.



	RefutÛ algunas aseveraciones hechas en el Mensaje en relaciÛn a que las diferencias de precios cobrados llegan hasta 16,6 veces, y a 7,2 veces en el caso de arriendo, y que tales diferencias resultan difÌciles de explicar desde el punto de vista de los costos, cuando se trata de un mismo tipo de medidor.  Sobre el particular, estimÛ que la conclusiÛn a que llega el Ejecutivo respecto a la mantenciÛn de medidores no es v·lida, por cuanto tal como se establece, no se efect˙a una comparaciÛn sobre criterios tÈcnicos homogÈneos.



	SeÒalÛ que la experiencia de Chilectra, con un parque de m·s de 1.200.000 medidores y 77 aÒos de funcionamiento le permiten decir que los medidores si requieren de mantenciÛn.  La Superintendencia de Electricidad y Combustibles, posee la informaciÛn que Chilectra le ha proporcionado con relaciÛn a las actividades de mantenimiento que son necesarias para garantizar la calidad de la medida a lo largo del tiempo. TambiÈn conoce de los procesos, infraestructura e instalaciones que se requieren para asegurar la correcta calidad de mediciÛn que entregan los equipos, seg˙n las normas vigentes. No obstante, en su informe final, sÛlo considerÛ las especificaciones tÈcnicas y comerciales que los fabricantes entregan en sus cat·logos.  Por ˙ltimo, la autoridad tambiÈn valida la necesidad de efectuar mantenimiento a los medidores, al establecer en el decreto supremo N∫ 327, CapÌtulo 4, artÌculos 124, 125 y 127, la forma, responsabilidad y quiÈn debe soportar los costos de dicho servicio.



	Sobre esta materia, agregÛ que en el parque de medidores instalados para los clientes de Chilectra, que es el m·s grande del paÌs, solamente existen 3.700 unidades electrÛnicas, cuya data de instalaciÛn es reciente y parte de los cuales est·n instalados en clientes libres.  Su escaso n˙mero y su corto tiempo de operaciÛn, impiden concluir cu·les ser·n las necesidades de mantenimiento a lo largo de su vida ˙til.  Se hizo presente que si bien es cierto, los medidores electrÛnicos alcanzan un grado de precisiÛn mayor que los medidores tradicionales, los precios de estos equipos son significativamente mayores, de modo que su empleo sÛlo se justifica en aplicaciones especiales. Adicionalmente, no existen en el paÌs medidores de este tipo para clientes de la tarifa BT 1, cuyo uso estÈ autorizado, ya que no se disponen de las normas respectivas.



	DestacÛ que a contar de octubre de 1998, seg˙n lo establece el decreto supremo N∫ 327 ya referido (artÌculo 127), se ha discontinuado el cobro mensual del cargo por conservaciÛn de equipo de medida, y en su reemplazo se aplican cargos por trabajos de mantenimiento efectivo en medidores y/o empalmes del cliente, el que se cobra siempre con posterioridad a su ejecuciÛn. 



	Se aclarÛ que la tarifa actual por concepto de arriendo de equipos de medida, contempla tres componentes:  valor del equipo de medida (valor de adquisiciÛn); valor de instalaciÛn del equipo de medida (costos asociados al transporte, obra de mano y materiales auxiliares para la instalaciÛn del equipo de medida de propiedad del cliente); y conservaciÛn de la calidad de la medida (considera los costos asociados a todos los trabajos y materiales necesarios para asegurar a los clientes la calidad de la medida).  Estos trabajos incluyen desde la inspecciÛn, pasando por la limpieza, verificaciÛn, calibraciÛn, reemplazo de piezas y partes daÒadas hasta el cambio del equipo si fuese necesario.  Todo esto est· avalado por bases de datos y seguimientos estadÌsticos dedicados, basados en normativas internacionales sobre la materia (seg˙n los datos entregados por Chilectra en los ˙ltimos tres aÒos).



	Lo anterior est· basado en el cumplimiento de la reglamentaciÛn vigente, que indica que las empresas concesionarias de distribuciÛn deben mantener en buen estado de funcionamiento los equipos de medida. Tal obligaciÛn ya se contemplaba en el reglamento del aÒo 1935, manteniÈndose en el vigente (decreto supremo N∫ 327).  Si se rehace el c·lculo, descontando el valor del medidor, pero incorporando los costos de instalaciÛn del equipo de medida y los de aseguramiento de la calidad de la medida, se obtiene un valor inferior a lo establecido en el articulo 106, N∫ 3, del decreto con fuerza de ley N∫ 1, de 1982, de MinerÌa ( 9,3% anual).



	Finalmente, se recalcÛ que hasta enero de 1972, todos los medidores instalados en los empalmes de los clientes eran en calidad de arriendo. A partir de dicho aÒo todos los medidores instalados en los empalmes nuevos son de propiedad de los clientes.



	AsÌ entonces, se seÒalÛ que Chilectra S. A. no comparte la afirmaciÛn que se hace en los fundamentos del proyecto de ley, pues las rentabilidades de estas prestaciones distan mucho del 10% que la Ley General de Servicios ElÈctricos contempla para todas las actividades del sector sometidas a fijaciÛn de precios (artÌculos 106 N∫ 3 y 108 inciso 2∫, del decreto con fuerza de ley N∫ 1, de 1982, de MinerÌa), toda vez que tal conclusiÛn se basa en un c·lculo de rentabilidad incompleto.



* * * * * * * *



	El seÒor Claudio Venegas (Presidente de la AsociaciÛn de Defensa de los Consumidores y Usuarios), seÒalÛ que dentro de la organizaciÛn que preside, existe la idea de que se consulte en el proyecto de ley la posibilidad de que las organizaciones de consumidores puedan actuar y representar a sus asociados, usuarios del servicio elÈctrico, ante la ComisiÛn Resolutiva evitando asÌ que su labor sea interpretada en forma restrictiva.



	RecalcÛ que es bueno que la legislaciÛn vaya poco a poco dando mayor participaciÛn a las organizaciones de consumidores, ya que con ello se logra una mayor transparencia de aquellas materias que son de interÈs nacional y, por otro lado, se ve que la presencia del usuario es protegida de cualquier manipulaciÛn contraria.



* * * * * * * *



	Los seÒores Diputados integrantes de la ComisiÛn formularon, a su vez, sus observaciones respecto del proyecto de ley en informe.



	El Diputado seÒor Recondo manifestÛ estar de acuerdo con la idea general del proyecto de ley.  AclarÛ que, a su juicio, se debe distinguir entre los servicios adicionales que se ofrecen:  un grupo que puede ser objeto de fijaciÛn tarifaria y otro grupo que no puede serlo.   El primer grupo de servicios al que se hizo referencia debiera  estar incluido en la ley, pues el gran argumento del proyecto es que se trata de servicios adicionales monopÛlicos por naturaleza, pues si fueran contratados con otras empresas externas, se encarece el precio que deben pagar los clientes atendido que la empresa concesionaria est· facultada para certificar o controlar o dar el visto bueno al mismo, servicio que tambiÈn debe ser pagado por el usuario.



	AgregÛ que los monopolios naturales deben ser regulados por vÌa tarifaria, y que hay algunos como arriendo,  conservaciÛn, colocaciÛn y retiro de equipos de medida, ejecuciÛn y retiro de empalmes y desconexiÛn y reconexiÛn de servicios que pasar·n a ser monopÛlicos pero regulados. 



	El Diputado seÒalÛ que se debe compatibilizar lo pr·ctico y lo teÛrico.  Su inquietud apuntÛ a determinar cÛmo se defiende al consumidor en el caso del servicio elÈctrico, y a su juicio, la alternativa es aceptando el monopolio, por las actuales condiciones del mercado, pero regulando algunos precios para asegurar al usuario el precio m·s eficiente.  Por tanto, para los servicios adicionales que claramente deben ser prestados por las empresas concesionarias, se acepta la realidad del monopolio, pero con fijaciÛn de tarifas;  para los otros servicios en los que sÌ es posible la libre competencia (los hay en la actualidad), se debe permitir que ella exista.



	El Diputado seÒor Encina, se manifestÛ en apoyo a la necesidad de regular el sistema para evitar cobros excesivos y deficiencia del servicio.   A su juicio, aprobar el proyecto de ley sirve para resguardar los derechos de los usuarios.  En estos momentos, la discusiÛn se ha reducido al problema generado por el cobro de medidores, pero el tema debe ser analizado en forma m·s amplia pues hay otra serie de servicios que deben ser tarificados pues no existe capacidad tÈcnica para que el servicio sea prestado por otra empresa distinta a la concesionaria.



	El Diputado seÒor Galilea, don JosÈ Antonio, recalcÛ que el suministro de energÌa es de la esencia de la concesiÛn, pero no asÌ otros servicios, y por ello, deben existir tarifas justas.  Le preocupa que no existan condiciones de competencia para que otras empresas puedan prestar esos otros servicios adicionales.  La ComisiÛn Resolutiva debiera estar facultada para fijar precios tomando en consideraciÛn las diferencias que existen entre los distintos lugares del paÌs en que se preste el servicio.  Por ejemplo, para las ciudades pequeÒas, en que el negocio no ser· rentable para las empresas, se debiera regular el precio por la ComisiÛn Resolutiva;  y en las ciudades m·s grandes, se podrÌan establecer barreras de entrada.



	El Diputado seÒor Hales, en su intervenciÛn, distinguiÛ dos situaciones:  una, relativa a la naturaleza cÛmo se debe prestar el servicio elÈctrico, que debe analizarse en forma profunda; y otro, muy puntual, que dice relaciÛn con los servicios adicionales, de los que trata este proyecto de ley.   IndicÛ que de los servicios adicionales, algunos sÛlo pueden prestarse por la concesionaria (duplicado de boletas o facturas, corte del suministro, entre otros), y respecto de ellos el mecanismo adecuado es impedir que se cobre un precio excesivo.



	El Diputado seÒor Orpis hizo presente su opiniÛn contraria a esta iniciativa legal.  ManifestÛ su preocupaciÛn por cuanto el Mensaje seÒala que entre otras barreras de entrada, est· la situaciÛn de la calibraciÛn de medidores, que la realizan las mismas empresas elÈctricas, o ellas dan la autorizaciÛn para la entrada en funcionamiento de dicho equipos de medida.  SeÒalÛ que en algunos servicios asociados no se dan condiciones de mercado porque existen barreras de entrada fuertes, originadas por las propias empresas; le preocupa que se llegue a una fijaciÛn tarifaria de los servicios asociados, lo que puede ir en perjuicio del consumidor.   SeÒalÛ que, a su juicio, serÌa m·s prudente eliminar las actuales barreras de entrada que de hecho existen, para crear las condiciones de mercado que permitan una libre competencia entre las empresas que otorgan el servicio elÈctrico en el paÌs.



	En el mismo sentido hizo hincapiÈ que el proyecto no propone elementos que hagan posible la eliminaciÛn de barreras de entrada al mercado, como prohibir que las empresas distribuidoras se adjudiquen ciertos estudios, por ejemplo, el de calibraciÛn, entre otros.



	El Diputado seÒalÛ que para solucionar la actual situaciÛn de que las concesionarias ìcontrolan el trabajoî realizado por otras empresas en relaciÛn a esos servicios adicionales, debiera existir una Unidad de CertificaciÛn de un organismo p˙blico, para evitar que sea la empresa concesionaria la que fiscalice.



	El Diputado reiterÛ que el tema que se discute no es menor pues, en realidad, se genera y consolida un monopolio, debido a que mediante subsidios cruzados al interior de la empresa, se puede impedir que otras empresas se instalen.  Por ello, hoy existe un monopolio con libertad de precios y con  la aprobaciÛn del proyecto de ley en estudio, habr· un monopolio con fijaciÛn de precios.



* * * * * * *

	La ComisiÛn aprobÛ la idea de legislar por diez votos a favor y uno en contra.



b.- En particular



ArtÌculo ˙nico.-

N∫ 1



	Esta modificaciÛn tiene por objeto agregar al artÌculo 2∫, N∫ 5) del decreto con fuerza de ley N∫ 1, a continuaciÛn del punto (.) que se sustituye por la conjunciÛn ìyî, la siguiente frase:



	ìdem·s servicios asociados al suministro de electricidad o que se presten en mÈrito de la calidad de concesionario de servicio p˙blico.î



	De esta forma, se entender·n comprendidas en las disposiciones del decreto con fuerza de ley N∫ 1, el rÈgimen de precios a que est·n sometidas las ventas de energÌa elÈctrica y dem·s servicios asociados al suministro de electricidad, o que se proporcionen seg˙n la calidad que detente el concesionario de servicio p˙blico.



	La ComisiÛn aprobÛ este N∫1, conjuntamente con el encabezamiento del proyecto de ley, sin debate y por diez votos a favor y uno en contra.



N∫ 2.-



	Tiene por objeto modificar el artÌculo 90, del CapÌtulo I, TÌtulo IV del decreto con fuerza de ley N∫ 1, de la siguiente forma:



	a) Para sustituir el texto con que se inicia el artÌculo 90, agregando la frase:  ìy los servicios que a continuaciÛn se indican.î.



	Esta modificaciÛn sÛlo tiene por objeto hacer concordante el texto legal con el resto del proyecto de ley.



	Sin debate, la ComisiÛn aprobÛ esta modificaciÛn por diez votos a favor y uno en contra.



Para agregar un N∫ 4) nuevo, a continuaciÛn del N∫ 3), del siguiente tenor:



	ì4. Los servicios no consistentes en suministros de energÌa, prestados por las empresas en virtud de su condiciÛn de concesionarias de servicio p˙blico que, mediante ResoluciÛn de la ComisiÛn Resolutiva, creada por el Decreto Ley N∞ 211, de 1973, dictada a solicitud de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles o de cualquier interesado, sean expresamente calificados como sujetos a fijaciÛn de precios, en consideraciÛn a que las condiciones existentes en el mercado no son suficientes para garantizar un rÈgimen de libertad tarifaria.î.



* * * * * * *



	El Diputado seÒor Orpis formulÛ indicaciÛn para agregar, en la letra b), que consulta un N∫ 4, nuevo, a continuaciÛn del punto (.) que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase:



	ìLos concesionarios en forma directa no podr·n proveer los servicios no consistentes en suministro de energÌa con excepciÛn del corte y reposiciÛn ì.



	El Diputado, autor de la indicaciÛn, fundamentÛ su contenido, seÒalando que se pretende establecer barreras de entradas para las empresas concesionarias, con la finalidad de evitar el monopolio de los servicios adicionales, estimulando a que otras empresas puedan entrar a competir en el sistema vigente.



	La ComisiÛn rechazÛ por mayorÌa de votos la indicaciÛn antes referida.



	A su vez, aprobÛ la letra b) del Mensaje por nueve votos a favor y uno en contra.



* * * * * * *



	Los Diputados seÒores Hales, Tuma, Urrutia, Recondo y Villouta formularon indicaciÛn para consultar en el artÌculo 90 del decreto con fuerza de ley N∫ 1, un N∫ 5, nuevo, a continuaciÛn del N∫ 4, del siguiente tenor:



	ì5. Los servicios no consistentes en suministros de energÌa, que por su naturaleza sÛlo puedan ser prestados por las empresas en virtud de su condiciÛn de concesionarias de servicio p˙blico, calificados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, tales como:  corte y reposiciÛn de suministro a usuarios morosos, arriendo de medidor, retiro de empalme, retiro de equipo de medidor, resellado de cajas, duplicado de boleta y factura.î



	Sin debate, la ComisiÛn aprobÛ esta indicaciÛn por siete votos a favor, dos en contra y una abstenciÛn.



N∫ 3.-



	La presente modificaciÛn tiene por objeto consultar un artÌculo nuevo, como 107 bis, a continuaciÛn del artÌculo 107 del decreto con fuerza de ley N∫ 1, del siguiente tenor:



	"ArtÌculo 107∫ bis:  Los precios de los servicios a que se refiere el n˙mero 4 del artÌculo 90 se calcular·n sobre la base de los estudios de costos y los criterios de eficiencia a que se refiere el artÌculo anterior. 



	Los valores resultantes no formar·n parte del valor agregado de distribuciÛn, se actualizar·n mensualmente de acuerdo a la variaciÛn de los Ìndices de precios u otros que se establezcan en el decreto que los fije.



	Los precios asÌ determinados ser·n sometidos a revisiÛn y determinaciÛn de nuevos valores con ocasiÛn del proceso de fijaciÛn de tarifas de suministros de distribuciÛn sin perjuicio de que, en cualquier momento, cuando la ComisiÛn Resolutiva asÌ lo determine, el Ministerio de EconomÌa, Fomento y ReconstrucciÛn, mediante decreto, formalice su descalificaciÛn como servicio sujeto a fijaciÛn de precios."



	El Diputado seÒor Recondo formulÛ indicaciÛn para agregar en el inciso primero, a continuaciÛn de la palabra: ìn˙mero 4î, lo siguiente:  ìy 5î.



	El Diputado seÒor Villouta formulÛ indicaciÛn para suprimir en el inciso segundo, la palabra ìmensualmenteî.



	Tienen por finalidad, la primera, compatibilizar los textos legales y, la segunda, mantener un criterio central para analizar los valores resultantes conforme al sistema general vigente para estos efectos.



	La ComisiÛn aprobÛ el N∫ 3 del ArtÌculo ⁄nico del proyecto de ley en informe con las dos indicaciones antes referidas, por nueve votos a favor y uno en contra.





* * * * * * *







IV.- ARTÕCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CAR¡CTER ORG¡NICO CONSTITUCIONAL O DE QU”RUM CALIFICADO.-



	No existen en el proyecto de ley en informe disposiciones en tal sentido. 





V.- ARTÕCULOS DEL PROYECTO DE LEY EN INFORME QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISI”N DE HACIENDA.



	No corresponde que la ComisiÛn de Hacienda conozca  de este proyecto de ley.





VI.- LA COMISI”N APROB” LA IDEA DE LEGISLAR POR DIEZ VOTOS A FAVOR Y UNO EN CONTRA.





VII.- INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISI”N.



	La ComisiÛn rechazÛ una indicaciÛn del Diputado seÒor Orpis para agregar en la letra b), del N∫ 2), del ArtÌculo ⁄nico, que propone consultar un N∫ 4 en el artÌculo 90 del decreto con fuerza de ley N∫ 1, a continuaciÛn del punto (.) que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: 



	ìLos concesionarios en forma directa no podr·n proveer los servicios no consistentes en suministro de energÌa con excepciÛn del corte y reposiciÛnî.





* * * * * * * *







	Vuestra ComisiÛn de EconomÌa, Fomento y Desarrollo os propone que aprobÈis el siguiente:





P R O Y E C T O  D E  L E Y:











	ìArtÌculo Unico.-	Introd˙cense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N∫ 1, de 1982, de MinerÌa, Ley General de Servicios ElÈctricos:



	1) AgrÈgase en el n˙mero 5 del artÌculo 2∫, a continuaciÛn del punto (.) que se sustituye por la conjunciÛn "y", la expresiÛn "dem·s servicios asociados al suministro de electricidad o que se presten en mÈrito de la calidad de concesionario de servicio p˙blico.".



	2) ModifÌcase el artÌculo 90, del CapÌtulo I, TÌtulo IV, de la siguiente forma:



	a) Sustit˙yese su encabezamiento por el siguiente texto:



	"ArtÌculo 90.- Est·n sujetos a fijaciÛn de precios los suministros de energÌa elÈctrica y los servicios que a continuaciÛn se indican:".



	b) AgrÈgase a continuaciÛn de su numeral 3, el siguiente n˙mero 4, nuevo:



	"4.- Los servicios no consistentes en suministros de energÌa, prestados por las empresas en virtud de su condiciÛn de concesionarias de servicio p˙blico que, mediante resoluciÛn de la ComisiÛn Resolutiva, creada por el decreto ley N∞ 211, de 1973, dictada a solicitud de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles o de cualquier interesado, sean expresamente calificados como sujetos a fijaciÛn de precios, en consideraciÛn a que las condiciones existentes en el mercado no son suficientes para garantizar un rÈgimen de libertad tarifaria.î.



	c) AgrÈgase a continuaciÛn de su numeral 4, el siguiente numeral 5 nuevo:





	 ì5.- Los servicios no consistentes en suministros de energÌa, que por su naturaleza sÛlo puedan ser prestados por las empresas en virtud de su condiciÛn de concesionarias de servicio p˙blico, calificados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, tales como:  corte y reposiciÛn de suministro a usuarios morosos, arriendo de medidor, retiro de empalme, retiro de medidor, resellado de cajas, duplicado de boleta y factura.î



	3) AgrÈgase a continuaciÛn del artÌculo 107∫, el siguiente artÌculo 107∫ bis, nuevo:



	"ArtÌculo 107 bis.-  Los precios de los servicios a que se refieren los n˙meros 4 y 5  del artÌculo 90 se calcular·n sobre la base de los estudios de costos y los criterios de eficiencia a que se refiere el artÌculo anterior. 



	Los valores resultantes no formar·n parte del valor agregado de distribuciÛn, se actualizar·n  de acuerdo a la variaciÛn de los Ìndices de precios u otros que se establezcan en el decreto que los fije.



	Los precios asÌ determinados ser·n sometidos a revisiÛn y determinaciÛn de nuevos valores con ocasiÛn del proceso de fijaciÛn de tarifas de suministros de distribuciÛn sin perjuicio de que, en cualquier momento, cuando la ComisiÛn Resolutiva asÌ lo determine, el Ministerio de EconomÌa, Fomento y ReconstrucciÛn, mediante decreto, formalice su descalificaciÛn como servicio sujeto a fijaciÛn de precios.".".









* * * * * * * *















Se designÛ Diputado informante al seÒor Juan RamÛn N˙Òez Valenzuela.











	Sala de la ComisiÛn, a 20 de abril de 1999.









	Acordado en sesiones de fecha 19 de enero, 13 y 20 de abril de 1999, con la asistencia de los siguientes  Diputados: SeÒor Juan RamÛn N˙Òez (Presidente); seÒor Gabriel Ascencio; seÒor Carlos Caminondo; seÒor Roberto Delmastro; seÒor Francisco Encina; seÒor JosÈ Antonio Galilea; seÒor Patricio Hales; seÒor Carlos Ignacio Kuschel; seÒor Jaime Orpis; seÒor Carlos Recondo; seÒor Eugenio Tuma; seÒor Alfonso Vargas; seÒor Sergio Velasco; seÒor Edmundo Villouta y seÒor Salvador Urrutia (en reemplazo del seÒor Eugenio Tuma).

























LUIS PINTO LEIGHTON

Secretario de la ComisiÛn
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